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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

La. Sala Segpnda del Tribunal ConstitudonaJ, compuesta por don
Fr~nclsco RublO Uorente, Presidente; don Eugenio Díaz Eimil, don
MIguel Rodriguez~Piii.ero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bcreijo y don José Gabaldón
López. Magistrados, ha pronunciado ,

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.676/1988, promovido por la Emidad
mercantil «Radio Costablanca. núm. 1, Europea, Sociedad Anónima»,
representada por el Procurador de los Tribunales don Jase Ortiz
Cañavate y Puig-Mauri, y asistida por el Letrado don Francisco ~1. Ruiz
Marco, contra las Resoluciones del Dire-ctor del Gabinete de la Generali·
dad. Valenc~ana, y de la Directora general de Medios de Comunicación
SOCIal de dicha Comunidad Autónoma. dictadas. respectivamente, los
dias ID y 16 de julio de 1987, por las que se acordó la interrupción de
las emisiones y el precintado de los equipos para realizar estas, asi como
contra las Sentencias de la Sala de lo Contencioso~Administrativo de la
Audiencia Territorial de Valencia. y de la Sala Quinta del Tribunal
Supremo, de 14 de enero y de 3 de octubre de 1988. que las
confirmaron. Han compareCido el Ministerio Fiscal v el Letrado de la
Generalidad Valenciana. y ha siJo Ponente d Magistrado don Alvaro
Rodriguel Bereijo, quien e:\pr...'sa el pare<-er de la Sala.

de la Constitución española "a expresar y difundir librcmentc los
pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción"}), y que «al objeto de ejercitar
materialmente el expresado derecho fundamental, la compareciente va
a comenzar a emitir desde una emisora de radiodifusión sonora en
ondas métricas con modulación de frecuencia». indicando entonces la
frecuencia elegida y diciendo «aceptar cualquier modificación técnica
que dimane de una más correcta ordenación de las ondas hcnianas,
realizada por la Administración, en cumplimiento de los Convenios
internacionales en la materia, en el bien entendido de que cuando tal
ordenación técnica exista, el compareciente se someterá a ella con pleno
acatamiento a la normativa del Estado de Derecho, pero que, hasta
entonces. la ausencia normativa -omisión del Ic~slador- en modo
alguno puede impedir. por vfa de hecho. el ejerCIcio de un derecho
fundamental, y, por tanto, directamente aplicable)). Tras referirse a los
contenidos programados de las emisiones. concluyó la actora suplicando
se tuviera por presentado el escrito «y por comunicado el comienzo de
las emisiones (... ) a los efectos legales oportunos».

Observa la actora en su demanda de amparo que ni entonces -al
formular el escrito antcrior- ni en la actualidad existían normas
(estatales o autonómicas) «a través de las cuales el ciudadano pudiera
recabar licencia o autorización administrativa previa para instalar una
emisora de radio».

b) Ante el escrito anterior -y mediante Resolución del Director del
Gabinete de la Presidencia de la Generalidad, de 30 de enero de 1987­
se acordó incoar expediente sancionador a la Entidad demandante.

El expediente fue decidido por Resolución de 10 de julio del mismo
año, del Subsecretario Director del Gabinete del Pre'iidCntc. acto en d
que (luego de constatar, entre otros extremos, que «queda acreditada y
comprobada la existencia y funcionamiento de la citada emisora, que
emite en la frecuencia 97.50 Mzh. sin disponer de la preceptiva
concesión administrati\'a~) se acordó .~la interrupción de las emisiones
de Radio Costablanc;) Benacantil (Alicante). y el precintado de los
equipos necesanos para realizar aquellas, situados en la avenida
Camarada Jaime L1opis. núm. 2. de ..\Iicante. estudio y Centro emisor
en el mismo domiciliQ).

Destaca la recurrente que esta Resolución se fundamentó en la
consideración de que «la carencia de la preceptiva concesión administra~
tiva vulnera la vigentc normativa sobre radiodifusión. y. en especiaL d
apartado 2 del arto 1 de la Ley 4/1980. de 10 de enero. del Estatuto de
Radio y Televisión (ERTV). yel Real Decreto L126f1985, de 19 de
juniQ)~.

c) Sobre la base de la Resolución antenor se adoptó por la
Dirección General dc..Medios de Comunicación Social de la Generalidad
la de fecha de 16 de julio de 198;, disponiendo la int<:rrupciún de
eml':>lones y el precintado de los I.'quip~)s.

d) Frente a las Resoluciones anleriores interpuso la representación
de la Entidad. hoy demandante de amparo. /X("urso contcnuoso~

administrati\o por él cauce de la Le} 6~/I9n, de 26 de di':Jcmbrl."' de
Proh.·t.:ción Jurisdiccional de Derechos Fundamentales \" Llbellades
Públicas, alegando violación de sus derechos fundamentales n:conocidus
en los apartados al y d) dd art. 20.1 de la ('onstitUciOD. <lsi COn-J.O

infracción del principIO de legalidad en el orden sancionador.
Con fecha !4 de enero de llf88 dictó Sentencia la Sala Pnmera d.:- lo

ContcnclOso·Administrntivo de la Audiencia Territorial de Valencia
desestimando el recurso Interpuesto y declarando. por consiguiente. ta
wnfonnidad a derecho de los aeto~ impugnados.

Fundamentó la Sala su de(isión en la consideración de que la
normativa vigente (Ley 4/1980, del Estatuto de Radio y Te!cvisiOn. y
Reales Decretos 2.704; 11)82 Y 1.209fl985) «exIge. para el estabi.:'cI­
miento de estaciones r..tdioekctricas, la previa autorización administra·

Sala Segunda. Sentencia 119j1991, de 3 de junio. Recurso
de amparo 1.676/1988. «Radio Costa Blanca número 1.
Europea, Sociedad Anónima», contra Resoluciones del
Director del Gabinete del Presidente de la Generalidad
Valenciana y de la Directora general de Jledios de Comu·
nicación Social de la misma Comunidad, por la que se
acordó la interrupción de las emisiones, asi como contra
Sentencias de la Audiencia Territorial de Valencia v del
Tribunal Suprema, confirmatoria de las anteriores.
Supuesta l'lllneración det derecho a la tutela judicial
efectiva: No planteamiento por el órgano judicial de la
cuestión de ineonstitucionalidad.

17576

I. Antecedentes

1. Con fecha 22 de octubre de 1988 se registró en este Tribunal un
escrito, mediante el. cual don Jase Ortiz Cañavale y Puig·Mauri.
Procurador de los Tnbunales. en nombre y representación de ,<Radio
Coslablanca, núm~ 1. Europea, Sociedad AnonirnID}. interpuso recurso
de amparo constitucional contro. las Rl'soluciones del DIrector del
Gabinete del Presidente de la Generalidad ValencIana v de I::i Din:ctorra
general de Medios de Comunicación Social de dil.."ha Comunidad
·\lltónoma. de !O y de 16 de julio de 1987, respectivameme. aSI ¡;amo
~'OlllraJas Sentencias de 14 de enero y de 3 de octubre de, ¡988, de la Sala
d.:- lo COl1tcnC:loso~AdmilHstratl\'o de la Audiencia TerrHona! de Valen~

cia y de la Sula Quinta dd Tribunal Supremo, por ser lesivas
d...· los derechos fundamentaks y libertades publi.::as reconocidos en
los arts. '::0.1 a) y d), 24.1 Y 25.1, todos de la Cor:stltución.

2. Los hechos que se exponen en la demanda de amparo son, en
síntesis, los siguientes:

a) Mediante escrito registrado en el Gobierno Civíl de Alicante el
dia 26 de diciembre de 1986, y dirigido al Pn:sideme de la Generalidad
Vaknciana, la Entidad mercantil rcrurrcnte en amparo manifestó su
«propósito de (... ) ejercer su derecho fundamental contenido en el art. 20
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tiva» (fundamento juridico l.0), ·condición ésta -se anadió- cuya
constitucionalidad habría sido reconocida por el Tnbunal ConslÍtuclO­
nal (SSTC 12/1982. y 74fl982, fundamento jurídico 2.°), de tal modo
que «no puede vulnerarse el derecho fundamental a la libert3d de
expresión cuando el recurrente no pOsee ab inilio el previo requisito de
la autorización adminístmtíva. que el Tribunal Constitucional ha
entendido como límite constítucíonalmenk válido del derecho de
cxpresióm). En todo caso -se añadió en este- fundamento 3.°_ <mo puede
prosperar la impugnación contra el cícrrc de las instalaciones de la
emisora. pues admitir la postura contraria supondría la posibilidad de
instalación en la forma que se tuviera por conveniente. lo Que supondría
dejar sin contenido los principios constitucionales. además del arto 3,
apartados 1 y 2 del Real Decreto de 8 de junío de 1979, que impone esta
obligación de clausura». Por ello -se concluyó- «no se estima pertinente
plantear la cuestión.de inconstitucionalidad postulada por la actonO).

e) Frente a la Sentencia así dictada, interpuso la representación
actora recurso de apelación invocando no sólo 105 derechos ex arto 20.1
[apartados a) y d)], sino también -dice- el derecho a la tutela judicial
efectiva, supuestamente lesionado, como después se dirá, por la Senten~

cia dictada en primera instancia.
n Con fecha 13 de junio de 1988 dictó Sentencia la Sala Quinta del

Tribunal Supremo, desestimando el recurso de apelación interpuesto por
la hoy demandante.

En el fundamento jurídico 2.° de esta resolución consideró y rechazó
la Sala el argumento de la apelante, según el cual el arto 1.2 de la Ley
4/1980, estaría incurso en inconstitucionalidad al no haber sido apro­
bado como Ley Orgánica; estimando, al efecto, el Tribunal Supremo Que
131 alegato «no es convincente porque el que dicho precepto afecte o

¡ incida sobre derechos reconocidos en el arto 20 C.E. no quiere decir que
requiera ley Orgánica, puesto que, conforme al art. 53.1 de la Consti­
tución es suficiente que la noTIna tenga el rango de Ley ordinaria, y el
arto 1.2 cuestionado ni desarrolla ni pretende desarrollar derecho
fundamental alguno ni libertades públicas, limitándose a declarar que la
Radiodifusión y la Televisión son servicios públicos cuya titularidad
corresponde al Estado (...»>. ,

En el fundamento jurídico 3.0 constató el Tribunal Supremo que «el
derecho a crear. soportes o instrumentos de comunicación, como
proyección o consecuencia del derecho fundamental estableddo en
el. art 20.1 a) y d) de la Constitución, está condicionado a la concesión
o previa autorización administrativa cuando se trata de ejercer ese
derecho a través de la radiodifusión, y así lo tiene reconocido el Tribunal
CORstitucional», citando, al efecto, la STC 44/1982.

Consideró la Sala, en el tercero de los fundamentos de su resoludón
que «por las razones expuestas no puede aceptarse la tesis del actor que
conecta el derecho a la libertad de expresar y comunicar libremente
información por cualquier medio de difusión con el derecho a la
creación de medios de difusión, en cuanto afirma que su libre ejercicio
no exige necesariamente la obtención previa de reconocimiento formal
por parte de la Administración, porque nace directamente de la
Constitución, y su títular no tiene que esperar necesariamente a dicha
autorización».

En definitiva, «la concesión es un prius y sin la misma no cabe hablar
de derechos ni en este caso de sanción, puesto que la Administración a
través del acto impugnado se ha limitado .. a restablecer la legalidad
conculcada»· (fundamento jurídico 5.Q

).

3. La fundamentación en Derecho de la demanda de amparo es, en
síntesis, la siguiente:

a) Se aduce. en primer lugar, la violación de [as libertades de
expresión y de libre comunicación de información [apartados a) y d)
del arto 20 de la Constitucíón]. .

Tal supuesta vulneración, que se imputa tanto a las ResolUCIOnes
administrativas como a [as jurisdiccíonales que aquí recayeron, se
seguiria, según la actora, del hec~o del condicio~ami~nto del ejefl;i,cio de
aquellas libertades a la obtenCión de una .«!tcencla». y tambien. en
segundo lugar. por haberse impedido matenalmente el ejercicio de .los
dercrhos mismos «en base a la falta de autorización o concesión
administratiVa». Una y otra causa de la conculcación de estas libertades
se exponen en los términos que a continuación se resumen.

En cuanto a la exigencia de previa autorización o concesión para el
ejercicio de las libertades en cuestión, comienza afirmando la actora que
el carácter de «derechos de libertad» de los que invoca (STC 2/1982) y
la inclusión en los mismos del derecho a la «creación de medios de
difusión» descartaría la exigencia de la «obtención previa del reconoci·
miento formal del derecho por parte de la Administracióm>
(STC 77/1982), oues -se observa- el derecho «nace directamente de la
Constltución», siendo ~~directamente aplicables». Admite la actara que
lo anterior no elimina la existencia de limitaciones en el ejercicio de
estas libertades, si bien aduce que las mismas «tendrán que concretarse
en un instrumento normativo que fije las condiciones objetivas,
requisitos, plazos, etc.», sin que esa limitación de las libertades de
expresión y de información se pueda producir por un «acto discrecional
de la AdministraciÓn» o por un instrumento como d Decreto-ley,
observación esta ultima que lleva a la recurrente a discutir la invocaclón

de los Decretos 2. 7041! 982 Y1.209/19S5 realizada. en este caso. por la
Sentencia de la Audiencia Territorial de Valencia. Ni siquiera :-se
anaJe- sena la Ley ordinaria la fu~nte ¡¡amada a normar en este ámbito,
que está reservado a la Ley Orgánica. Sobre esta base, afirma la
recurrente la inconstítucionalidad de las Resoluciones que combate. que
.~han desconocido los derechos fundamentales de mi mandante. t'xlglcn­
dale -para su cjcrcicio- una previa autorización administrativa no
prevista ni regulada -ni mediata ni inmediatamentc- en Ley OrgániL'a».
Sl.' señala, al e1i:l'to. que «entrl.' el art. 20.1 a) y d) de la Constitución y
el ejercicio electivo del Derccho, por el ciuJadano no puede intcrponerse
cualquier vaga autorización en una Ley ordinana o en un Dccreto~lcy»-.

cxigli:ndose Ley Orgánica para la predisposición de tal iOten'encíón
administrativa.

En segundo lugar, tambien se habria produciJo una Imegación
material del ejercicio de los derechos a la libertad de expresion y a
comunicar libremente información veraz -mediante actos de ejecucion­
en oose a la taita de autorización administr~ltiva»). Dice. al respecto. la
actora que la ~(segunda cuestión capital» que se somete a la considera­
ción del Tribunal es la de si resulta admisible (al margen ya de cuál sea
la norma llamada a articular la autorización administrativa de la que se
ha hecho mérito) el impedimento material del ejercicio de los derechos
«por falta de una autorización administrativa. cuyo procedimiento de
obtención no ha sido todavía plasmado o articulado en norma positiva
algunID). Dice, al respecto, la recurrente que la «técnica de condicionar
el ejercicio de un· derecho fundamental a una regulación o desarrollo
posterior -que no sea vía Ley Orgánica- aparece, de suyo. inconstitucio­
nal. Pero lo es mucho más aún -añade- cuando, como aquí ocurre, no
se declara tenninantemente que, en el supuesto de que el legislador no
utilice la facultad de regulación -es decir, en ausencia de legislación
complementaria o de desarroUo- el ciudadano podrá ampararse en la
efectividad inmediata del precepto constitucional que reconoce y
protege su derecho». En defiOltiva, a falta de tal regulación de desarrollo,
los derechos fundamentales quedan vacíos de contenido, impidiéndose
su ejercicio.

b) Se aduce, además. la conculcadón de la garantia establecida en
el arto 25.1 de la Constitución (principio de legalidad en el orden
sancionatorio). Se pre,g.unta la actora, al respecto, por la «Le)"» en la que
se ha basado la AdmmistraCÍón para sancionarla, concluyendo que <da
Administración demandada no ha invocado norma material alguna que
pudiera justificar la orden de clausura por la sencilla razón de que dicha
normativa es hoy inexistente». Segun la recurrente. las únicas disposicia.
nes invocadas en las Resoluciones administrativas cuya impugnación
hoy reitera fueron el art. 1.2 de la Ley 4/1980 (ya antes considerada) y
el Decreto de transferencia a la Comunidad Autónoma Valenciana en
matcria de radiodifusión (Real Decreto L126/1985), Decreto de cuya
simple lectura -se dice- ('\Se desprende la no tipificación de infracción
alguna». ~

la recurrente afirma no discutir la competencia de la Comunidad
Autónoma Valenciana en orden a la radiodifusión. pero observa que lo
que «no aparece tan claro es que !a referida Admi~istración,· en materia
de radiodifusión, goce de una tItularidad exclUSiva, por cuanto. y a
diferencia de lo que ocurre con la televisión, la radiofonía es ejercida por
un amplio y mayoritario sector privado». En todo caso. «el dato real es
que la Comunidad Autónom.a Valenciana no ~a promulgado ~ormatlva
alguna que establezca el régJmen o pr1?ce-dimlento de conc.eslO~_de las
hcencias admiOlstrativas, no apareCiendo tampoco IeglslaclOn del
Estado que pudiera aplicarse con carácter subsidiario».

Se concluye este motivo del recurso aduciendo que «a falta de previa
tipificación de la infracción administrativa, nos encontramos co.n que la
sanción impuesta contraría el principio constitUCIOnal de legalidad).

e) Se habría vulnerado. asimismo, d derecho a ·obtener la tutela
efecti ....a d~ los Jueces y Tribunales (art. 14.1 de la C<'llstitucióni.

Dice, al re~pccto, la actora que su representación «planteó» ante la
Audiencia Terrltorial de Valencia «cuestión de inconstitucionaJidad
sob~ el art. 1.2 de la Ley 4/1980. de 10 de enero, de Estatuto d~ la
Radio y Televisión. por considerar que el citado precepto constituía el
soporte jUfldico b:isico de la Resolución administrativa objcto de
recurso y entendiendo que el art. 1.2 de la Ley 4/1980 es contrario 'al
Texto constitucionaL y concretamente al art. 20.1 a) y d) C.E.'>, Tal
planteamiento -se observu- se reprodujo ante el Tribunal Supremo.

Cita a continuación. la demandante. lo dispuesto en el art. 35.1
LOTC y aduce que «pese a la contundencia y claridad del transcrito
pret'~pto. lo cierto es que la Audiencia Territorial (ic Valencia -y
posteriormente el Tribunal Supremo- han adoptado su resolución
definitiva sin haher cumplimentado el trámite '.:stablecido en el arto 35.2
LOTe, habkndo con ello negado e imposibilitado el derecho de las
partes a ~(alegar lo, que deseen sobre la pertinencia de planteam la
cuestión de ínconstltucionJlidad)), habiendose infringido -se dkc- ]0
estahlecido en el art. 11.3 de la Ley Organica del Poder Judícwl. asi
como lo establecido en el arto 238.3 del mismo cuerpo legal. Estas
infracciones serían las que habrían deparado la lesión del derecho
fundamental que en este punto se in voca.

d) Dice la actora replantear, ante este Tribunal, la «cuestión de
inconstituclOnalidad» que ya intentara promover -como se acaba de
rcseñar- ante Jos órganos judiciales que aqui resolvieron.
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Se aduce, así. la ¡nconstitucionalidad del arto 1.2 de la Ley 4/1980,
de conformidad con el cual <da Radiodifusión y la Televisión son
servicios públicos esenciales cuya titularidad corresponde al Estado»,

Entiende la recurrente que en dicho precepto legal se ha contrariado
lo dispuesto ene' arto 81.1 de la Constitución. al no haberse adoptado
aquella previsión normativa mediante Ley Orgánica.

Se dice también, «desde un enfoque materiab), que «la incompatibili·
dad entre el art. 1.2 E.R.T.V. ycl arto 20.1 a) yd)-C.E. es flagrante por
más que -se ariade- la jurisprudencia. tanto constitucional como la del
Tribunal Supremo, hayan hecho, hasta ahora. auténticos alardes de
finura dogmático-jurídica para tratar de soslayarIID>. Se indica al
respecto que el Estatuto de Radio y Televisión establece un monopolio
de fi,lcl0 sobre las dos formas esenciales a traves de las cuales se hacen
cfcrtívos los derechos fundamentales ahora defendidos, observando la
demandante que lo que ahora ha de ser resuelto es «si el monopolio
estatal de los medíos a través de los cuales se hace posible el ejercicio
de un derecho fundamental es compatible con el tenor del arto 20.1 a)
y b) C.E», derecho que comprende -recuerda la actora- el de «crear los
medios materiales a través de los cuales la difusión se hace posible» (se
citan las SSTC 12/1982 y 74/1982).

Concluye la actora pidiendo que se resuelva sobre «si los derechos
contenidos en las letras a) y d) del apartado 1 delart. 20 de la
Constitución Española son de aplicadón directa e inmediata en todas
sus modalidades, o si, por el contrario,. el ejercicio de tales derechos
vehiculizado a través de algún medio de reproducción peculiar -por
ejemplo, la radio- precisa de regulación o desarrollo mediante ley».
Resuelto eso, como parece estarlo, habrá que dedarar -se añade- si ese
desarrollo/regulación deberá ser mediante Ley Orgánica. Y, finalmente,
hay que resolver y declarar que si esa regulación mediante Ley Orgánica
no se produce, o hasta en tanto, el ciudadano podrá ejercitar su derecho
fundamental al amparo directo del precepto constitucional que lo
reconoce.

Se suplica que se dicte Sentencia en la que, otorgándose el amparo
solicitado, se dedare la nulidad de las resoluciones administrativas y
jurisdiccionales aquí impugnadas, por lesivas de los derechos fundamen­
tales invocados, declarándose. asimismo, la inconstitucionalidad del
art. 1.2 de la Ley 4/1980, y restableciéndose al actor, por todo ello, en
el ejercicio efectivo de sus libertades de expresión y de comunicación de
información veraz a través de la radiodifusión. ,

4. La Sección Tercera, por providencia de 13 de febrero de 1989,
segun lo dispuesto en el arto 50.3 LOTe, acordó conceder a la parte
demandante y al Ministerio Fiscal el plazo común de diez días para que
formularan las alegaciones que estimasen pertinentes en relación con
la posible concurrencia de la causa de inadmisibilidad prevista en
el art. 50.1 c) de la misma Ley Ogánica, por carecer manifiestamente la
demanda de contenido que justifique una decisión sobre el fondo de la
misma por parte de este Tribunal.

5. Mediante escrito presentado en el Juzgado de Guardia de los de
Madrid el 31 de marzo de 1989 y registrado en este Tribunal el día 3 de
abril siguiente, la representación de la demandante evacuo el trámite
de alegaciones, señalando, con carácter previo, que <da resolución del
Tribunal de fecha 13 de febrero de 1989, que abre el presente trámite de
audiencia, constituye un modelo de confusión», ya que «la lectura de la
resolUCIón antes citada no permite determinar el supuesto de inadmisibi­
Iidad sobre el que la parte recurrente y el Ministerio Fiscal habrían de
presentar a!cgacioncs». Y añade: «si se atiende a la indicación, vía
articulo. nos encontruUlOS con que el arto ·'50. l c)" LOTC -que se indica
en el texto- no existe: si tratamos de soslayar el posible lapsus
sustituyendo el arto "50.1 c)" por el arto 50.2 c) LOTe. resulta que
tendríamos que alegar respecto a la inadmisibilidad deri I/ada de que ··el
Tnbunal ConstitucIOnal hubiera ya desestimado en el fondo un
recurso.. :'»; por el contrario. si atendemos al texto literal de la
resulución, deberemos de alegar frente a un supuesto de ,<inadmisibili­
dad prevista...» por carecer manifiestamente la demanda de contenido
que justifique una decisión sobre el fondo de la misma por parte de este
Tribunal. De ahí que, concluye la demandante este punto introductorio.
.do anterior nos obliga a argumentar frente a las dos causas de
madmlSlbdidad a las Que. con una interpretación de "sentido común",
lJOdria referirse la resolución de 13 de febrero de 1989. obviando toda
cucstión formal».

Respecto de si lJ. demanda carece manifiestamente de contenido
constitucional. se afirma. en síntesis, que. dado el timbito de los
derechos en juego y el objeto del recurso. parece e\"idente que se mueve
en el campo de los arts. 14 al 29 v 30.2 de la Constitución. ((por lo que
es difiCil imaginar un debate mas pleno de contenido consutucionab),
añadiendo que tanto la \tiolación del derecho fundamental a la libertad
de expn:sión y a comunicar o recibir libremente informaciün veraz.
como la de! principio de legalidad. evidencian el ajuste de la demanda
al n:curso de amparo y el cumplimiento escrupuloso de los requisitos
establecidos en el arto 44.1 LOTe y por lo que atañe a la posible
inconstitucionalidud del art. 1.2 de la Ley 4/1980, de 10 de enero. se
reitera, con cita de las SSTC .65/1983 y 148/1986. que la pretensión de
que se examine -dc!\.de el concreto plano que la demanda plantea- la
constitucionalidad de la Ley 4/1980, de 10 de enero. en conexiün con
los arts, 20.1 a) ~ d) Y 25,1 C.E., (mo puede parecer más ajustada a los

fines del recurso de amparo y al control de constitucionalidad que viene
atribuido al Tribunal».

En dcfinltiva. concluye la demandante que «la cuestión nuclear del
< recurso "concierne" directamente a los derechos fundamentales. por lo

que toda~'ia no alcanzamos a entender -salvo que se trate de error
mecanogrjf1co- el planteamiento. ni siquiera en hipótesis, de la posible
concurrencia de inadmisibilidad por carecer malllfiestamente la
demanda de contenido que justIfique una dccisíón sobre el fondo dc la
mlsmll».

Por último, se ati rOla. igualmente, que tampoco concurre la causa de
inadmisión -si es que a ella se refiere. la resolución del Tribunal de fecha
13 de febrero de 1989- consistente en que «el Tribunal Constitucional
hubiera ya desestimado en el fondo un recurso o cuestión de inconstitu­
cionalidad o un recurso de amparo en supuestos sustancialmente igual
{urt. 50,2 c) LOTc]». ya que «ni los hechos, real y efectivamente
prodUCidos en este supuesto. ni tampoco la fundamentación juridica que
sostiene la petición de amparo, puede asimilarse mecánicamente a otros
casos llevados hasta el Tribunal en relación con emisoras de radio o
televisión», citando a tal efecto una serie de Sentencias de este Tribunal
que¿·ustifican la no concurrencia de la referida causa de ¡nadmisibilidad.

oncluyó suplicando sea declarado admitido el recurso, siguiendo
los tramites establecidas por la ley.

6. El Ministerio Fiscal,· en escrito que tuvo entrada el 7 de abril
de 1989, estimó procedente que se dicte Auto acordando la inadmisión
del recurso. por carecer manifiestamente la demanda de contenido que
justifique una decisión sobre el fondo de la misma por parte del
Tribunal Constitucional, en aplicación del arto SO.1 c) de su Ley
Orgánica, argumentando, a tal efecto, en los términos siguientes:

El derecho fundamental a la libertad de expresión e información
del arto 20<1 a) y d) c.E. «fue ya estudiado por la STC 12/1982
(fundamento jurídico 3.°), que distingue entre el derecho de crear
soportes o instrumentos de comunicación. wnsiderado en general, y ese
mismo derecho referido a cada uno de los instrumentos o soportes, en
cuyo caso presenta indud<lbles límites, entre los que se encuentra la
necesidad de conseguir las oportunas licencias. Tal es precisamente el
caso de autos, en que la solicitante de amparo ha comenzado una
actividad sin obtener previamente las autorizaciones pertinentes. lo que
ha motivado su suspensión y cierre. Con ello nose vulnera en absoluto
la libertad de expresión ni de información. como ya la Sentencia citada
deja claro, reiterándolo después, en cuanto a la televisión privada. la
STC 74/1982».

De otra parte, «tampoco el art. 25 C.E. ha sufrido quiebra alguna,
pues no nos encontramos ante una sanción en sentido propio, sino ante
las consecuencias de una actividad que, necesitando dcterminadas
licencius administrativas, comienza a ejercerse sin obtenerlas». tratan~

dase, por 10 demás. «de un supuesto similar <11 contemplado y resucito
por este Tribunal en su ATC 907/1987».

Finalmente, en lo relativo a las peticiones de la recurrente a la
Audiencia Territorial de Valencia, primero, y a la Sala Quinta del
Tribunal Supremo. después. de que se plantease la cuestión de inconsti­
!Ucionalidad que se estimaba pertinente contra el art. 1.2 de la
Ley 4j1980. de 10 de enero, no puede considerarse que la negath·a de
los mencionados órganos judiciales suponga quiebra alguna de la tutela
judicial efectiva, tal como se deduce. entre olros. de! ATe 132/1988.

7. Por providencia de 22 de mayo de ¡989, la Sección acordó
admitir a trámite la demanda de amparo. por lo que. en virtud de lo
díspuesto en el urt. 5 ¡ LOTe. requirió a la Sala Quinta del Tribunal
Supremo y a la Sala de lo ContenClOso-...\dminístrativo de la Audit:ncia
Territorial de Valencia para que remitieran. respectlvamL'nte. certifica­
ción o fotocopia debidamente adverada de las actuaciones correspon­
dientes al recurso de apelación núm. 422/88 y al recurso contcncioso­
administrativo numo 1.072/87 tramitado por la vla especial de la Ley
61/1978. ASImismo. se acordó que por la Sala de lo ContcnciOso4
-\dministrativo de la Audicncia Territorial de La Coruña se emplazase
a quienes fueron parte en dicho procedimiento. a excepción de la
soJícitante de amparo. para que si lo descaren se personasen en este
proceso constitucional.

g, La Sección. por nuevo proveído de 15 de enero de 109il acordó
tener por reCIbidos .105 testimonlOs de las actuaciones n:mltldas por la
Sala de lo ContenCIoso-AdministratIvo de la Audiencia Terrttonal de
Valencia y de la Sala Quinta del Tribunal Supremo, así como tener por
1::omparecido y parte en el presente recurso de amparo. en nomb.r~ y
representación de la Generalidad Valenciana. al Letrado de los SerY¡ClOS
Jurídicos de la misma. Igualmente. se concedió un plazo comun de
veinte días al Procurador don Jase Ortiz Cañavate y Puig-Mauri. en
representación Je la solicitante d~> amparo ....1 Letrado ~_e los Servicios
Jurídicos de la Generalidad Valenciana. en representaelOn de esta. y al
:vfinisterio Fiscal para que, con \'ist<l de las actuaciones. formulasen las
alegaciones que estimasen pertinentes.

a) En teeha 9 de febrero de 1990. la representaóón procesal de la
rt?currentc presentó escrito de alegaCIOnes. en el que d~ (':!tegramente por
reproducidas las formuladas en el esento de mterposlClon del recurso y
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en el trámite de ¡nadmisión, suplicando a este Tribunal Constitucional
que diete Sentencia por la que se otorgue el amparo solicitado.

b) La representación de la Generalidad Valenciana formuló alega­
ciones por escrito presentado el día 17 de febrero de 1990, en el que se
ciñe. básicamente. a replicar los argumentos de la recurrente en amparo
que imputan a la Administración de la Generalidad Valenciana la
vtOlación de los derechos fundamentales recogidos en los apartados a)
y d) del arto 20.1 de la Constitución. 5051ic11e.- en lo Que atane a la
actuación administrativa, que. frente a la petición implícita de la
demandante de amparo, no hubo una actuación sancionadora por la
Admin¡stración autónoma. sino la decisión, empleando los medios con
que la Ley de Procedimiento Administrativo dota a la Administración,
de clausurar una actividad clandestina que se ejercía sin ningún tipo de
autorización. Esto asi, ninguno de los derechos fundamentales del arto
:'0.1 a) y d) CE. amparan las pretensiones de la recurrente, ni pueden
ser tomados como apoyo o sustrato para que su actuación pueda ser
considerada acorde al ordenamiento jurídico, ni, finalmente, tampoco se
han visto disminuidos, mermados o limitados por la exigencia de
autorización administrativa para emitir.

A continuación; el Letrado de la Generalidad, a partir de la doctrina
de este Tribunal contenida en las SSTC 12/1982, lO6/1986 y 144/1987,
argumenta sobre la constitucionalidad del arto 1.2 de la Ley 4/1980,
concluyendo que queda fuera ·de toda duda la constitucionalidad de la
intervención administrativa, así como la consiguiente clausura en
aquellos supuestos en los que aquella autorización no se ha solicitado o
no llega a ser obtenida. Es más, considera, a raíz de aquella doctrina
constitucional, que ni' es necesario plantear la cuestión de constituciona­
lidad que pretende suscitar la recurrente en amparo ni la exigencia de
autorización administrativa desaparecería por la declaración de ¡ncons­
titucionalidad de aquel precepto legal, pues tanto de la jurisprudencia de
este Tribunal y del Tribunal Supremo, como de la Constitución (art. lO),
como de la normativa internacional (Convenio de Roma de 20 de
noviembre de 1950, Convenio de Radiocomunicaciones de 6 de
noviembre de 1982) resulta que los derechos, por fundamentales que
sean, no son ilimitados, lo que conduce a la necesaria limitación o
control de este tipo de actividad sometida a una selección y autorización
por vía de la concesión previa En consecuencia, concluyó su escrito
suplicando al Tribunal Constitucional que dicte Sentencia en la que se
declare que la actividad administrativa de la Generalidad Valenciana no
ha vul~erado el derecho fundamental del arto 20.1 d) c.E.

e) Por su parte, el Fiscal ante el Tribunal Constitucional, en su
escrito de alegaciones, presentado el dia I de febrero de 1990, reitera las
ya formuladas en su dia en el trámite de inadmisión y recogidas en el
núm. 6 de estos antecedentes, incorporando como nuevos argumentos,
frente a la pretendida aplicabilidad directa del arto 20.1 CE. sostenida
por la recurrente para amparar la difusión de emisiones radiofónicas sin
necesidad de autorización previa, el relativo a que la aplicabilidad
directa de los derechos fundamentales no impide contar con las
oportunas autórizaciones cuando se trata de utilizar un bien limitado
como es el espectro de frecuencia de emisoras privadas, y, respecto aJa
alegada necesidad de rango de la Ley Orgánica para la Ley 4/1980, el
referido a que el arto 81.1 de la Constitución exige Ley Orgánica tan sólo
para las normas que desarrollan derechos fundamentales, por lo que
para la mera regulación puntual de su ejercicio basta el rango de' Ley
ordinaria, tal y ~omo exige el art. 53.1 C.E. En consecuencia. interesó
que se dictase Sentencia denegando el amparo solicitado por cuanto no
resultaron lesionados los derechos fundamentales que sirven de apoyo
a la demanda.

9. Por providencia dc 11 de febrero de 1991, se señaló para la
deliberación y votación de la presente Sentencia el 22 de abril de 1991,
quedando terminada en el dia de hoy.

IQ. Con fecha 7 de mayo de 1991 tuvo entrada en el Registro de
este Tribunal un escrito del Abogado del Estado en el que, tras exponer
que, habiendo tenido conocímiento de que pende ante la Sala un recurso
de amparo, numo 1.676/1988, en el que la demandante de amparo
sustenta la supuesta lesión de derechos tundamentales en la aplicación
del art. 1.2 de la Ley 4/1 980, de 10 de L'nero, del Estatuto de la Radio
y la Televisión, y pide que se estime el amparo y se eleve seguidamente
cuestión de inconstitucionalidad del referido precepto con arreglo
al arto 55.2 de la LOTC, dado el manifiesto interes que en el recurso tiene
la Administración del Estado~ por cuanto una eventual estimación del
amparo por razón de la incOnStitUCIOnalidad del arto 1.2 del Estatuto de
la Radio y la Tclevisión produciría evidente y grave alteración de la
Administración estatal de las telecomunicaciones, suplica de este Tribu·
nal Constitucional que, con traslado de una copia de la demanda de
amparo y demas documentos que la acompañan, se le oiga dándole vista
como prevé el arto 52.1 de la LOTe, advirtiendo que la omisión en este
asunto de la audiencia del Abogado de! Estado engendraria la indefen-
sión que prohibe el art. 24.1 c.E. .

Por Auto de 20 de mayo de 1991, la Sala Segunda de este Tribunal
acuerda no haber lugar a lo solicitado por e! Abogado del Estado.
Formulado recurso de suplica contra el citado acuerdo mediante escrito
de 27 de mayo de 1991, la Sala, por Auto de 3 dejunio de 1991. resolvió
denegar dicho recurso.

[l. Fundamentos jurídko$

l. Las pretensiones de amparo de la entidad recurrente, habida
cuenta de la naturaleza mixta del recurso. se dirigen contra las
Resoluciones del Director del Gabinete del Presidente de la Generalidad
Valenciana y de la DJf(:·ctora general de Medios de Comunicación Social
de dicha Comunidad Autónoma. Que acordaron la interrupción de las
emisio~es de RadioCostablanca~Benacanti!(Alicante) y el precintado de
los ..::qulpos necesanos para realizarlas por carecer aquella de la prcct'p.
Ova concesion administrativa, aSI como contra las sentt'nelaS de la Sala
de lo Contencioso-Admmistratívo de la Audiencia Tcrrítonal de Valen·
cia y de la Sala Quinta del Tribunal Supremo que confirmaron dichas
Resoluciones.

2. La queja que, al amparo del arto 44 LOTe. Sl' dirige contra las
Sentendas recaídas en las dos instancias del correspondiente proceso
judicial es la supuesta vulneración del arto 24.1 CE.. que consagra el
derecho a la tutela judiCial efectiva, que se habría producído al negar la
Audiencia Territorial. primero, y el Tribunal Supremo, después,
el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad interesado por
la parte, sobre el arto 1.2 de la Ley 4/1980, de \O de enero, de Estatuto
de la Radio y la Televisión, y al no haber cumplimentado los órganos
jurisdiccionales el trámite establecído en el arto 35.2 LOTC, con lo que
se ha negado e imposibilitado el den.'Cho de las partes a alegar wbre la

. pertinencia de plantear la cuestión de inconstitucionalidad. infringitn·
dose así lo dispuesto en los arts. 11.3 y 238.3 de la Ley Orgánica 6/1985,
de I de julio, del Poder Judicial (LaPJ).

Frente a esta argumentación basta recordar la reiterada doctrina de
este Tribunal de que, si bien las partes pueden instar del órgano judicial
su planteamiento, la decisión de «suscitar la cuestión de inconstitl.iciona·
lidad es prerrogativa exclusiva e irrevisable del órgano judicial» (SSTC
148/1986, fundamento jurídico 3.°; 23/1988, fundamento jurídico 1.°;
67/1988, fundamento jurídico 7.°, y 206/1990, de 13 de diciembre,
fundamento jurídico 2.°, entre otras). el cual por el mero hecho de no
plantearla y aplicar la Ley que, pese a la opinión en contra del
justiciable, no estima inconstitucional, no lesiona, en principio, derecho
fundamental alguno de éste (AATC 1O/1983 y 301/1985). El citado
arto 35 LOTC no 9blíga a que un órgano plantee la cuestIón cuando se
10 pida una parte, sino que el planteamiento sólo ha de producirse
cuando el Juez o el Tribunal de que se trate considere que la norma de
cuya validez depende el falJo pueda ser contraria a la Constitución y la
circunstancia de que las partes y el Fiscal deban de ser oídos antes del
planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad, invocada por la
actora en apoyo de su pretensión, no significa en modo alguno que eHos
tengan un «derecho» a que los órganos judiciales expresen dudas sobre
la constitucionalidad de la norma aplicable y, por consiguiente. utilicen
este medio jurídico de protección de la sugremacia de la Constitución
(STC J33/1987, fundamento jurídico 2.). Es más, cabe, incluso,
observar que en el presente supuesto los órganos judiciales dieron, en
sus Sentencias, respuesta expresa a la petición de la parte en orden al
planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad (fundamento
jurídico 3.°, in fine, de la Sentencia de la Audiencia Territorial. y
fundamento 6.° de la del Tribunal Supremo). Ha de rechazarse. en
consecuencia, que las Sentencias impugnadas en amparo hayan ineu·
rrido en violación alguna del arto 24.1 C.E.

3. Sosticnc la actara que las Resoluciones administratl\"3s impug·
nadas. y las jurisdiccionales quc las confirmaron. han vulnerado los
derechos fundamentales y libertades públicas recogidos en los arts. 20.1,
a) y di, Y eS C.E.

En cuanto a la lesión que se dice producida en el derecho IUndamen·
tal reconocido en el art. 25.1 C.E. -principio de legalidad de las
sanciones, administrativas en este easo-. la d~mandante aduce que la
Administración demandada no ha invoc:ldo norma material algun:l que
pudiera justificar la orden de clausura, por la sencilla razón de que dicha
normativa era en aquel momento inexistente. Mas, pese al esfuerzo
dialéctico de la recurrente, la alegación no puede ser más infundada y.
en consecuenCIa, debe ser rechazada sin neceSIdad de una detenida
argumentación, puesto que, aun siendo cierta la falta de mención. en la
Resolución administrativa, de la regla en cuya virtud se dispuso la
interrupcIón de las emisiones y el precintado de los eqmpos, no lo es
menos que ya la Sentencia de la Audjencm Territonal identificó
cxprcsamenre la base normativa para tal acto. refin~ndose a lo preW:­
nido en los apartados I y 2 del art. 3 de! Real Decreto 1433/1979, de, 8
de JUniO, por el Que se establece el Plan Tcrnico Transitorio del ServiC!o
Público de Radiodifusión Sonora en ondas metricas con modulacíón de
frecuencia (fundamento jurídico 3.(). illjine). Precepto reglamentario qUt'
dispone que <da falta de- concesión determinará la inmediata clausura d-:­
la estación que funcionase sin cita» {apartado I} Yque ~dos Gobernado­
res Civiles. por si mismos, o a instanCia del Ministerio de Cultura o del
de Transporte y Comunicaciones, adoptarán las mcdidas necesanas para
la interrupción de toda emisión radiofónica clandestina y la clausura de
los equipos correspondientes») (apartado 2). Previendo dicho articulo la
interrupción de toda emisión y la clausura de los equipos correspondjen·
tes para el supuesto a Que hace referencia, es daro que la alegación
carece, primalacie, de cualquier relevancia constItucional e induso kgal
(ATe 907/1987).
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Pl'ro es que, a mayor abundamiento. no puede r::-C'JnOi.-'cr'ie que la
medida adoptada en este caso tuviera, en rigoL cadeter de «sanci¿m).
Caráder que seria predicable d~ aquclln medida si hubiera obcdcódo al
incumplimiento de las obligaciones derivadas d:: la relación !uridka
originnda por la concesión admir:.istrativ:¡ ¡xua emilir; (onccslón, sin
embargo, de la que en el presente SUPUt'sto carecía ia del:1andanle de
amparo (Cfr. STC 61/1990. fundamento juridic'J 6. ü

). .\sí lo cntendió la
Sala Quima del Tribunal Supremo en el fundamento juridico 5.') de su
Sentencia (<<la concesión es un prim y sin ia mi"ma no cabe haülar de
derecho, nI en este caso de sanción, puesto que Ia·\dministraóon. ,1
través del acto impugnado. se ha limiIado a restablecer la legalidad
concukada»)), y aSI, tamblen, se ha venido a indicar por este Tribunal
Constitucional, para un supuesto en cierto modo analogo. en su STC
144/1987, en la que se hace n:íercncia, a propósito de un acto
administrativo por el que se interrumpH::ron las emiSiones y se dispuso
el precinto de los {'Quipos de determ;nada emisora, a la «(ootest:Jd
administrativa de autotutc!a» y a [a ejecución de los acto'> diciados en
su virtud, «que arr3ncan del incumplimiento de RCl~}amentos que no
tienen carLÍ.cter sancionadoo) (fundamento juridico 2. ), pues no puede
ser calificada de sanclOnadora la medida que se adopta para restablecer
la kgahdad conculcada frente a aquel que, por no haber cumplido los
reqUIsitos establecidos para el desarrollo de determinada actividad, no
ha adquirido el derecho a llevarla a cabo y, no obstante, la emprende.

Ha de rechazar'iC, por tanto, la pretendida vulneración del arto 25, J c.E.

4. Resta por examinar, por último, la lesión que se dice producida
por las Resoluciones impugnadas en los derechos a la libertad de
expresión 'j de libre comunicación de información de la actora. Tal
supuesta vlOladón de los derechos recogidos en los apartados a) y d) del
arto 20.1 c.E., que, en rigor, hay que entender referida a quienes se
integran en la persona jurídica de la recurrente, se basa en una doble
alegación: la de condidonar el ejercicio de aquellas libt:rtades a la
obtención de una licencia y la de haber impedido materialmente su
ejercicio con base en la falta dc autorización o concesión administrativa.
Así. por llna parte, se dice que tanto la Administración como los
Tribunales violaron las libertades invocadas al haber exigido para su
ejercido una' previa autorización ni prevista ni regulada, mediata o
inmediatamente, en una Ley Orgánica, pues, a juicio de la demandante,
tal régimen de autorización habria de articularse mediante aquella
fuente, al entrañar un desarrollo de las libertades que se quisieron
ejercitar (art. 81.1 C.E.). Por otra parte, se sostiené que la misma
violación se habria producido por otra· causa cuya invocaC'Íón, en rigor.
priva de consistencia el motivo anterior y Que la recurrente cifra en que
el ejcrcit;io de aquellas libertades. fue tmpedido por falta de una
autorización administrativa cuyo procedimiento de obtención todavia
no se había plasmado o articulado en norma positiva alguna, de modo
que la eficacia inmediata, ex Constitutiollc. de estos dl'rechos de libertad
no podría haber sido desconocida por la Administración y por los
Tribunales. Finalmente, aduce la actora la inconstitucionalidad del
art. }.2 del E.R.T.V. aprobado por la Ley 4/1980, lo que le lleva a
solicitar en la súplica de la demanda que se dedare la inconstitucionali­
dad de aquel precepto, en razón de que la citada Ley no fue aprobada
como Orgimica y de que, desde un enfoque material, el hecho de que la
ciiada disposición legal establezca un monopolio de lacto de la Adminis­
tración en el ámbito de la radiodifusión resulta lesivo de las libertades
consagradas en el art. 10.1 a) y d) CE.

Antes de cualquier otra consideración, procede despejar esta última
pretel1sión de la demandante de amparo, quien dedica una buena parte
de! recurso a dcfender la inconstlt;..lcionnlidad del 3rt. 1.2 de la Ley
4/1980 de! E.R.T.\'., por contradicción con el art. 10 e,E. y, por ¡aha de
rango. por contradiCCIón con d art. 8 J.I C.E. Cuestión ssure la que este
Tnbunal ya se ha pronunCIado. para un supuesto semeJante, en la STC
:D6;l990, de, l3 de diCIembre. fundamcnw JUrídICO S. , y ,<;ohre Ia que
hemos de re:terar lo en,onces dKho. En electo. frente a es.te t1PO de
argumentadon abstracta. ha de recordarse que la vía del recurso de
amparo no eS la adecuada para la impugnac¡ó~ directa de las leyes; de
!a posible incons-tituclonalidad de una Ley súlv podrá conocer este
Tribunal, a traves del rccursó de amparo. cuando ello resulte lmpn::scin­
dibk para corregir la lesión del den:ch,) fundamenta! q:..le se~ ,JCh~cabje
{1i~·cC!;lmcnt\' a la arlíc::lclón d"l prc~··.'pto legal que resulte conlrario ;l la
Con~tittlciún. Por ello su conocimiento sobre la discontormid~d con la
Cor.slÍtllCi>jn de la ley aplicada reviste neces;:¡namente \..In carácter
m~trumcntal n:spc<::to a la vulncr...lCJón concreta e md1v,du3itzada del
dC]"("Lho fundamental (STC 3-t/lq~¡). Esto ¡15l, na ¡:s miSIón de ~st.::

Tribunal en este tipo de proceso enjuiciJx b constitucionalIdad de la
regula:::iónjuridico positiva de 13 radiodifusión en nut,'<;trn l?rJenamicnt,:)
jllndJCo, seno examinar !as Resoluc¡tmts ;.¡dmtnlsnatl"<lS y J¡~nSdICclOna~

ks Impugnadas en cuanto t.J!es y Si lJ.s m:smas han h:sHmaJ" . los
derechos fundamentales de los n::curn.:ntc5 rcconoc:dns {'n el 8it. :ü CE.
Sólo si se estimasen los recursos y se consideras-=: ljüe el ong::n de la
lesIón d... los derechos fundamentales por aquella'> ResoluClon<.>s estu­
.. iera en la apliC3ción del citado arto 1.2 d.:! ER.T\i .. e~ta 5<::13 tendría
que elc"ar al Pleno la cuestión de inC0n511tuclonalidad del cit,)do
'lrtícu!o para que el mismo, en 1111::Va S('ot:::noa. se pronunClam sobre
dicha constitucionalidad (efe fundamento JurídicO S.'}.

S. 'Sostiene la recurrente que la Interrupción de las emisiones y la
ct;;lllStlrJ, de los equipos para su realiZaCH)n. decretada pur las Rcsoluoo­
nes administrativas impugnadas, y confirmada por las resolu::'lones
jur¡~d¡ccionales. vulnera los derechos reconOCidos .en el art. :!O.l al
y J) CE., pues de un lado. se condiclOoan el ejerdclo de esta:-.
Jibert:Jdcs a una previa 3uwrización no prevIsta ni r~gulada por Le:,
Orgjn:ca, }--, de otro. ~c impide materialmente su ejercicio por [lita tl.;,:
auton7acion adml!llstrtitlva cuvo procedimiento de obtenClOn no se
encuentra plasmado en norma posltlva alguna.

-\oles de entrar en el examen de cada uno de estos aJegaws es
nccc5ario recordar, siquiera sucintamente, la doctrina de este Trihunal
Constitucional sobre el derecho de creación de los medios de comunIca­
cion en relación con las libertades reconocidas en el ano 20.1 a) y d) C·.E.
Tienc dicho este Tribunal que «(no ~a.y inconveniente en cnt~nd('~ qüe
el d~rccho de difundir las iJeas y opInIOnes comprende, en pn.,!ClJ,:Ho, el
<jer....cl1o de crear medios materiales a través de los cuaJes 13 dltuslOn se
hace posible») (SSTC 12/l982, fundamento jurídico 3.°). Mas si éste es
el principio general en nuestro ordenamiento jurídico, aquel derecho
presenta indudables límites (SSTC 12/1982, fundamento jurídico 3.",
74/1982, fundamento jurídico 2.°), no pudiendo equipararse la «intensi­
dad de protección de los derechos primarios, directamente garanttzados
por el arto 20 CE., Y los que son en realidad merament.e instmmcnt~les
de aquéllos. Respecto al derecho de creación de los medtOs de co!?uOJca­
ción, el le~islador dispone, en efecto, de mucha t:tayor capa~ldad de
configuraCIón, debiendo contemplar, al regular dIcha matena, otros
derechos y valores concurrentes, siempre que no restrinja su contenido
esencial» (STC 206/1990, fundamento jurídico 6.°). Así, en relación c~n
la radiodifusión y televisión, señalamos en la última de las SentencJas
citadas, Que «plantean, al respecto, una problemática propia 'j están
sometidas en todos los ordenamientos a una regulación específica que
supone algun grado de intcrvención administrativa, que n<? sería
aceptable o admisible respC'.::to a la creacIón de otro~ J.l1cdlos.. El
Convenio Europeo de Dcrechos Humanos. en su arto JO. 1, ultImo lOClSO,
refleja esta peculiaridad al afirmar que el derecho de libertad ce
expresión, opinión y de recibir o comunicar info.rmaci,?:, o jd~a~ .~o
imptde que los Est.ldos ~m,etan a la~ empresas de radl~~f~slOn,o teJC'VISlon
a un régimen de autonzaclón prevta») (fundamento Jundlco ó.~fEn esta
linea, dijimos también en la citada S~ntencia que el arto 20 t;'.E. no
significa, en cualquier caso «el reco~oclmjento de un derecho dlre.cto. a
emitio), ni de este precepto «nace dlrectam~n.te un derecho a e:oglr. Sin
mas el otorgamiento dt' frecu~nci~s para emltlr•.a~nque solo sea a mY,el
local»,- ni «tampoco es constttuctOnalmente eXigible que la regulan,on
legal o lJ o.ctuación administrativa en ~a materia sólo .te.n.ga com<: U~il'O
límite el número máximo de frecuencIas Que las poslblltdades tecOlcas
permit.1.n otorgan> (fundamento juridico 6~ü).

La entidad recurrente se basa en una premisa constitucionalmente
inaceptable, a saber: que del arto 20 C.E" en~cndído t~mbien a l~ lu~ del
arto 10 del Convenio Europeo de Dercchos Humanos, se denvJna el
rcconoómíento directo de un den.-cho a emitlT sín necesidad de
intervención administrativa al~una, ni,. por. tanto, de ob~enCló!1 de
licl.'nC'Í:}, autoflzación o COnceSIón, cons:dcr::::mdüsc como cxcepclOn,:¡1
qee por parte de la Ley, si el legi<;lador lo e~tlm:J.se oport.'Jno, pudi':~J
sujetarse esa libertad a eventuales limitaCIOnes o restncclOnes. Sm
embargo. como demuestra además la e:xpcri'~nci:l comparada, ("sto no es
asi. .:ntrc otras r::l:wnes por la ,<limItación del medio por r:lz,mcs
tecnü¡üglt~JS .. la utiliz3ciún de bienes de poslbilioildcs r.:::ducid:ls de
utl!l:.~a<:lom)que no permIte JOvocar ((una áCluaClOn imcialmente ]íbrc;.)
¡SIC 79/ ¡981, fUl1dilmento juridíco 3.°), que es lo que p,ec:isamer::c
\1:lCC !,z sociedad rccurrer'.te. Precisan en ·.:este supuesto ~as l:bt~rtad~s de
o~r(:s¡0n y d~ comuOIcar lib~emcn~e, información de. un m~dio o
seporte de difusión cuya g¡,;stión requIere una determli~ad¡:¡ l¡c:;n.::¡a
;ld;ntmstratn-<l. licenCia que la rrcurren!>:. dun S[:1 dISCutIr su neceshJ;;J.
'11 ':i1(]Uler;J, dcmu{:')tr:: haber m tentado oblen.::r, limitanJosc a C'JmunlCJr
a la ,\dminlstraclón qu~ acomodaría sus emisiones alas cendiclOnes que
esta impusicra cuando sc le concediCse. En esta s~tu¡J,ción, I:'<? pu~ck
alirnnrsc que la mcdída adoptada de interrumpIr :¡¡s emlSI?nCS y
precintar los eqUIpos por carecer la cnttdad actora dl' au¡onzaclOO para
emitir, haya vulnerado los derechos reconoCldos en el ¡1ft. 20.: al
y J) C.E., pces resulta eVIdente que la modJ.¡ldad d.e r~~¡o quepr~~{':,G~
dC::3rrolbr ,",stá r....2ulad:t ~'11 nuestro ord('n~m'('n!üjund¡co, su;et:lnüw;e
a un p,úl:dimien¡:) admlnl,,¡rativo al que no ha quendo somet..:rsc., EF,)
~Xl"!J.;I,..l.;¡ li> ¡Ul Je la Jo':trina c0nstnucio:lal expuesta, para de~(''>!lm;lr

sm I11ts :ugun'cl1:ac:cn la presente dem<Jnda ce ::tmparo.

6. Buen:! parte de íes razonamientos de la demanda tratan de
;'J"\iÚ(úr b cO:lduc.a dI: b ae.orJ. de inobsen-'anLÍJ de las re)::bs
j('\~a¡;nente "igentes que c\.igen, par1 la gc<;tion pri'/ada de la r;:¡dindifLl­
~i.Jn -t;:mt·) D3ra bs ':mi~or<1s de onda m~'Jia como para :a radio en
ondJ'.. mclrícas con modulacion de frecuencia (art, ::6 L.O.T.}-:-. tina
(on;:~sió:¡ admillistraitva que otorga ('1. Estado 1) Ins Comumdades
-\ulónomas de acuerdo con las condICIOnes legalmente estableCIdas
(DI"pusidon('~ adicionales primera y se.\ta. respectivamente. E.~.T.V.

'! L.O.T.). Pero es.:l I.:hscrepancia desde una perspectlVa Jur:dlC3 no
Pllt'dc justificar por sí misma una condut:;¡a al margen de la Le), y menos
aun cuando. como ocurre en el presente caso. no resulta eVidente que la
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aplicación en si misma del precepto legal hubiera de lesIOnar neccsaria­
menh..' el dcrcdlO fundam('ntal que ¡m'oca.

Aun si se aceptara la tesis actara de que la materia dcbcria estar
regulada por Ley Orgánica, C'! t'arácter puramente ordinario de la misma
no autoriza a mcumplirla. U na cosa es la posibilidad que tiene el
afectado por un acto de aplicación de una Ley qUl". a su juicio. d,ebcria
ser Organica por I.:xlgirlo la Constitución, para buscar ante los Tnbuna­
les ordinarios y. en ultllno termino. ante este TnbunaL la protecclón
jUrisdiccional del derecho que ere:: a rectado por la insuJicícncia de rango
de la n,·SU1'H:ión ,legal. y otra bien distinta. qUl.\crigiéndose cn Juez de
la constitucionalidad de esa regulación. dt"Clda 19norarla por entero. y.
tomando pretexto de una actuación admlmstratl\a Impugnarla ante
nosotros, en abstracto. como causa remota de la decisión dc la
Administración. Lo erróneo de e~te planteamiento se eviden<:ia en dos
consideraciones que se desprenden del análisis de la demanda.

la primera de ellas es Que. admitida por el propio recurrente la
. necesidad de una licencia administrativa (o de una ordenación de las

potencias y frecuencias. por utilizar su expresión), la unica razón por la
que podrfa entenderse lesionado su derecho sería la de que, en virtud de
esa determinación de la nórma aplicada por el art 1.2 de la Ley 4/1980,
tal licencia habría de revestir forma concesional.

El recurrente no .ha aducido, sin emba~o, ninguna consecuen.c}a
conc(\.'ta v actual lcuya de sus derechos denvada de la configuraclOn
jurídica de la licencia administrativa como concesión y no como simple
autorización, por lo que tampoco la sujeción de la emisión a concesión
ha podido lesionar derecho alguno de la recurrente, que sólo cabria
constatar a resultas o de una arbitraria denegación, o del sometimiento
de la gestión indirecta a límites y sujeciones desconocedores del derecho
fundamental, o, en su caso, a una revocación arbitraria de dicha
concesión, lo que en este caso en modo alguno ha sucedido.

la segunda y mas decisiva aún, pues con ella se da respuesta también
al alegato segun el cual su derecho garantizado por el arto 20 C.E. ha sido

17577 Sala Segunda. Sentencia 110/1991, de 3 de junio. Recurso
~ de amparo 1.695/1988. Contra AUlOS de la Audiencia

Territorial de Valencia dictados en relación con la eJccu·
ción dI! Sentenda con ocasión de la solicitud de colegiación.
denigada,.de los recurrentes en amparo, Odontólogos
argentinos' cmi titulo profesional homologado. Supuesta
vuülí'fadóll del deret110 a la tutela judidal tiectiva: Reqw­
sitos para .el ~jcrcicio projesional de extranjeros en Espalla.
Voto partiCUlar.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Rubio Llorcntc. Presidente; don Eugenio Diaz Eimil, don
Miguel Rodríguez~Piñero y Bravo-Ferrcr. don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodriguez Bereijo y don Jose Gabaldón
Lópcz, ~~agistrados, ha pronuncíado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.695/1988. inlc-rpue:)to por don
Daniel Angel Migliardi. doña Silvia Patricia Grossi y don. ~\'ligud :\n~e1

GlUliam, repn:sentados por la Procuradora dc los Tnbunales dona
Maria Rodriguez Puyol y con la i<lsistencia del Letmdo don Carl,)s Cesar
Pi pino Martinc-z, contra los Autos de la S<:tla Segunda de lo Contencl.os~­

Administrativo de la Audiencia Territonal de Valencia, de 15 de Julio
dc 1988 v de la Sala Primera de lo Contcncíoso-Administrrl!i\'o de la
misma ...\udiencía. de 27 do;: septkmbre de 1988, por infracció.n del
¡lnfculo 24.1 de la Constitución, Han sldo partes el Colegio de
Odontólogos y [sIOmatólogos de la Tercera Reglor:, representado por e~

Procurador don Ví,:tar Requcjo Calvo y aSistido por el Letr~do don Jase­
Miguel Sala y cll\.-Enistcrio Fiscal. y ha sido Ponente el MagIstrado don
Alvaro Rodríguez Bcrcijo, quien exprcsa el parecer de la Sala.

L Anter-edcntcs

L Mediante escrito presentado el 24 de octubre de 1%3 en el
Juzg:ldo dc Guardia de los de Madrid y registrado en i,.'ste Tríbun'al el
26 de octubre siguIentc, doña María Rodríguez Puyo!. Procuradora de
los Tribunales y de don Daniel Angel Migliardi, dona Sllvta Palricia
Grossi y don Migue-! Angel Giuliani. interpusll:ron recurso de amparo
contra Auto de la Sala Segunda de- lo COnIcncioso--'\dministrativo de la
Audiencia Territona! de ValenCia d'_ 15 de JulIO de 1988 ¡)Qr el que se
considera cumphda la Sentencia dictada por la misma Sala. al haberse
colegiado sin ejercicio a don Danio;:l Angel Miglmrdi y a doña Silvia
Patricia Grossi, y contra Auto de la Sala Primero de lo Contcncioso­
Administratívo de la misma Audiencia Territorial de 27 de septiembre
de 1988, considerando, igual que en el supuesto anterior, cumplió la

vulnerado por no exisur una regulación del procedimiento para obtener
la indispensable licenl·ia. es la de que la norma aplicada. el R('aJ Decreto
J433/1979. de S de junio. es anterior a la Lcy cuya inconstitucionalidad
postula y no pucde, por tanto. considerarse en modo alguno habilitada
por dla. En d citado Real Decreto se estahlece «el Plan Técnico
transitorio del )t'rvil:io publico de rildiodifusión sonora en ondas
l1k'tricas con ~cgulaclón lh: frccuo.'neia») y. sobre la base de c-sta
regbl11ent,lt,:iol1. en la5 '>uccsivas Ord('I1('s ministcriall's se han dcsarro­
l!:Ido sus prc\lsioncs, "JO o!'vidar.. ~'n fin, que laexil?cnt'ia de la concesión
para la gestión mdlflx·ta de-! Sef\;ICIO de radiodIfUSIón se ha rcill.'rado en
el an~ 25'.'1 dI.' la L.ü-T. Por ello, no cs. en suma. aceptable el alt'gato dc
la adora ba ..ado en la taIta de toda pre\'lsion normatJva ordenadora del
n:gimen conceslOnal.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tnbunal Constitucional. POR LA
ALTORtDAD QCf. LE CONFIERE LA CONSTlTt.:C!ÓN DE LA NACiÓN
ES¡'ANOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por la entidad mercantil ((Radio
Coslablanca núm. 1, Europea, Sociedad Anónima),

Publíqucse esta Sentencia en el ~(Boletin Oficial del Estadm>.

Dada e~ Madrid; a tres de junio de mil novecientos noventa y
uno.-F:ranClsco RubIO Llorentc.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodrí­
gucz-Plñero y Bravo·Ferrer.-Jose Luis dc los l\lozos v de los
MOLOs.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón López.-Fírmados y
rubricados.

Sentencia que declaró el derecho de don Miguel Angel Giuliani a ser
colegiado, una vez que el Colegio profesional colegió sin ejercicio al
referido señor. Todo ello por vulneración del arto 24. I C.E., por entender
que no se reconoce en la ejecución aquello que los ahora recurrentes en
amparo obtuvieron en las correspondientes Sentencias.

2. La demanda de amparo se funda, en síntesis, en los siguientcs
hechos:

A) Respecto de don Daniel Angel Migliardi y doña Silvia Patricia
Grossi, se señala que habiendo sido denegada por silencio administ~a.
ti\'o la colegiación profesional que habian solicitado en el Colegio OfiCIal
de Odontólogos y Estomatólog05 dl' Valencia, e interpuesto el corres~

pondiente recurso contencioso-administrativo. por St'ntencia de 15 de
marzo de 1988, la Sala Segunda de lo Contencioso de la Audiencia
Territorial de Valencia, tras declarar que «no cabe pues. dt~negar la
incorporación cokgial con el pretexto de no haber obtemdo los pcrmis?s
de- trabajo y residencia previstos t;n l.a ley y Reglamentode- ExtranJena,
cuando éstos configuran la coleglaclOn como un requIsito preno para
obtener dichas autorizaciones adminislrativas. a fin de ejercer dicha
profesión lib.:ral;.. (fundamenlo jUíÍdico ~.U), falló reconociendo «el
derecho que asíste a los acton:-s a obtener su cokgraclOn, ...».

En cumplimiento de la referida Sentencia. el COlegIO profesional
comunicó a los ahora recurrentes en amparo que se- habla procedido a
su colegiaCIón «sin ejerciciQ). !Oda vel que no constaba que ,estuviesen
en posesion del permiso de trabajo para d lcg::il, cjefClcio de ,la
odontología. Frente.:l tal decisión. se sohcIlo a la Audte-ncia Tcrrito~lal
de Valencia el ¡"id cumplimlenlo dC' la SentenCIa. y tras los tramites
correspondicmes,;:on fi:cha 15 de.Julio de 1988. la Sala dicto d Auto que
se recurre. en el que sc estima bICn ejecutada la Sentencia, razonando.
en su fundamento de Dcrecho l.". que (<congruentementc con 10
solit:itado en la demanda y con la natur:lkza cspcClaJ del proceso en que
fm' dil:tada. se limito J. dt't'ri,.'tar la nultdad del acuerdo co!eg¡¡ll
admitiendo d derecho que a 1m. mismos aSlsle a obtener la culegíacion.
sin cnlr::J.r. porque la naluraJu;! espeCial del proceso en que fue dit'tada
Jo impedía. en problemas de legalidad ord¡narw. lmproplOS de dlt'ho
proa'so especial. cuales son los relativO"> a Jos permIsos de residenna)
IrabaJo oc los :Jctores. súbditos eXlranjeros, regulados en l~ Ley 7/lQS),
de 1 de jubo \ k'gislanon concord:lnte, aSI como la prclaclOn de olehas
autorizaCIOnes r.:.'specIO a la colegiación profesional. ~lue deben en todo
caso. scr obt~'nido:) y justiiicados por los íntcrcsadoS}:..

B) En cuanto a don !'\'liguel Angel Giu!l;:¡ni, la Sen,cncia de la Sala
PrimerJ. de h.l Contcncioso-AdminlSlrativo de la Audiencia Tcrritonal
de Vaknóa. de 12 de febrero d..: 19SX, le r('conoelÓ. igualmellte, e-!
uerecho a obtener la colegiación que, por silencio. le fuera denegada por
el CuleglO Ofi{'ial de Odontólogos y Estomatólogo.s de Valencia, sí blen.
el (\)legio procedía a su colt'glUt'lón S!O ejerclClo. al no constar que
cstU\lCSC en posesión dei correspondiente permiso dc trnbajo. SoliCItado
d estricto cumplimiento de la Sentencia, procediendo a colegiar con
l,."jcrClcio. fuc tlnaJmente, desc5timado por Auto de la misma Sala
Primera de 27 de scptn:mbre de 1985-. rawnándosc que <da petición de-!


